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    IFE (Instituto Federal Electoral)
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    LFTAIPG (Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental)
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    OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos)


    PEF (Presupuesto de Egresos de la Federación)


    SCJN (Suprema Corte de Justicia de la Nación)


    SPP (Secretaría de Programación y Presupuesto)
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    NOTA A LA PRESENTE EDICIÓN


    La presente obra nace de una publicación realizada en Colombia hace tres años con el título Beneficios expresidenciales (Conacyt/Editorial Temis). Más específicamente, nace de la experiencia mexicana y del esfuerzo de los autores por desentrañar el fenómeno de las canonjías que usufructúan los expresidentes de la República. Esta entrega, con los correspondientes derechos cedidos por los autores a Ediciones Proceso para efectos de la actual edición, no es una reproducción de la versión colombiana. Constituye una nueva edición que incluye cambios notables:


    a) Se actualizaron los montos aproximados en pesos del universo de países estudiados; b) se analizaron las reformas reglamentarias efectuadas por el presidente Felipe Calderón el último día de su mandato, acto gravísimo para la sociedad entera porque se eliminan los límites de recursos públicos entregados a los expresidentes de la República –aspecto que, por lo demás, no tiene precedente en la experiencia comparada–, y c) se propone al final la creación de una iniciativa de ley para regular los beneficios de quienes han ocupado el más alto cargo político-administrativo del país.


    Lo que el lector encontrará en este volumen es una serie de casos –parasitarios de los recursos públicos que nutrimos los mexicanos, en lo que supone una reafirmación valorativa del fenómeno revisado en la presente edición– que llaman a la indignación y a la toma de conciencia ciudadanas. El elocuente título Los parásitos del poder remite de manera puntual a la cuantiosa sangría del erario causada por los expresidentes de la República, hecho que debería ser inaceptable en una sociedad con tanta desigualdad como lo es México.


    Los autores.


    Ciudad de México, septiembre de 2015

  


  
    INTRODUCCIÓN


    En América Latina prevalece un pobre ejercicio autocrítico en lo que respecta al diseño institucional que da vida a nuestras democracias emergentes, pues tiende a creerse que lo que pasa en nuestro entorno sucede en otros lugares del mundo. Esto quizá podría explicarse a principios de los noventa del siglo pasado por la falta de desarrollo tecnológico y la dificultad para acceder a fuentes de consulta que permitieran comparar ideas, propuestas e instituciones. Hoy, en pleno siglo XXI, parece que el tiempo no ha pasado o lo ha hecho muy lentamente: la masa crítica es escasa y la socialización del conocimiento en estos temas apenas cumple tareas testimoniales; en muchos ni siquiera figura en la agenda de la discusión pública.


    Salvo el caso de Colombia, que tiene una ley sobre acceso a documentos administrativos de 19851 –hay quienes la consideran la primera en el ámbito del acceso a la información y, quienes, por otro lado, le niegan ese atributo debido a su estructura normativa–, en América Latina sólo hasta el año 2000 se inició un proceso de adopción de sistemas legales en la materia.


    Aún hoy, no todos los países de la región cuentan con disposiciones legales en este campo. Debe hacerse hincapié en que la transparencia es un punto de partida, no un puerto de llegada, para conocer cómo se gasta el erario, en qué y por qué. La ausencia de indicadores, así como la opacidad y los sistemas educativos que van a la retaguardia del cambio, generan un círculo vicioso que propicia la corrupción, la inequidad y la impunidad.


    En México, a diferencia de la mayor parte de los países latinoamericanos, las instituciones del Estado están diseñadas de forma tal que la corrupción se mantenga impune y queden sin sanción conductas que deben ser objeto de castigo. Este principio es el causante de que las campañas para el combate a la corrupción, incluida la retórica figura de los testigos sociales de las licitaciones y compras en los distintos órdenes y niveles de gobierno, cumplan un cometido meramente formal. El objetivo: dejar las cosas como están.


    De la cúspide a la base puede documentarse cómo el sistema legal fomenta incentivos perversos para que México sea “un país sin consecuencias negativas”. Las leyes de transparencia han permitido el escrutinio público en ciertos espacios en los que antes eso no era posible. También, sin embargo, han dado vida al cinismo de la autoridad que, frente a las pruebas de que las cosas marchan mal en muy diversos órdenes de la vida pública, no hace nada para componerlas. Muchas denuncias públicas debidamente fundamentadas, lo que en un país medianamente democrático provocaría estupor, indignación y la aplicación inmediata de la ley, en México sólo dan pie a la simulación, actitud que constituye una apuesta tácita por la falta de memoria de la comunidad. Peor todavía, los órganos internos de control y las contralorías internas funcionan más para intentar dejar sin rastros el uso indebido de recursos públicos que para ser garantes efectivos del combate a la corrupción.


    El único pecado que no se perdona es la falta de complicidad, dice el adagio de la política mexicana que se aplica –ese sí– con puntualidad. Los órganos internos de control operan en forma deficiente porque han sido creados justo para que cumplan sus tareas de manera acotada. Por ejemplo, la Auditoría Superior de la Federación carece de autonomía legal. Se trata de una entidad que forma parte de la Cámara de Diputados, y una de las causales de remoción de su titular, que nombra esa instancia legislativa, es “obtener una evaluación del desempeño poco satisfactoria sin justificación, a juicio de la Comisión (de Vigilancia de la Auditoría de la propia Cámara), durante dos ejercicios consecutivos”, según el artículo 92, fracción VII de la “vanguardista” Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.


    En las entidades federativas las cosas están igual o incluso peor. En el Distrito Federal, la Asamblea Legislativa se arrogó atribuciones que ofenden la inteligencia de las personas, pues tiene facultades para ordenar a la Contaduría Mayor de Hacienda dónde puede realizar visitas o auditorías. Ello se presta, por supuesto, a negociaciones políticas encaminadas a castigar o premiar a los regulados según las conveniencias de la política.


    Y qué decir de los órganos internos de control de los distintos niveles y órdenes de gobierno: sus responsables son nombrados y removidos libremente por superiores que deben ser vigilados por aquéllos. ¿Alguien en su sano juicio podría suponer que el titular del órgano interno de control o auditor interno estaría dispuesto a investigar o sancionar a quien le debe el cargo y lo puede despedir en cualquier momento?


    En el gobierno federal, el responsable de la Secretaría de la Función Pública es designado de manera discrecional por el presidente para que el Poder Ejecutivo se vigile a sí mismo. Los mexicanos aceptamos semejante absurdo sólo porque siempre han prevalecido este tipo de fórmulas y creemos que así deben continuar. El sistema, pues, está diseñado para convertirse en una tomadura de pelo perfecta. El órgano interno de control prepara, arregla y sistematiza la información susceptible de ser auditada para que el órgano superior de fiscalización dé su visto bueno o advierta errores menores a fin de guardar un poco las formas.


    Para el presente trabajo, los autores evitamos realizar comparaciones con países más desarrollados. Y es que, en términos generales, en países con menor desarrollo que México se advierten avances significativos en la materia. En Guatemala, la Contraloría General de Cuentas es un órgano autónomo constitucional, y en la designación de su titular intervienen, por mandato de la Constitución, universidades y colegios académicos. En El Salvador, la Corte de Cuentas de la República cuenta con la participación de la Corte Suprema de Justicia, pero deja fuera al legislativo y al ejecutivo. En Nicaragua, la Contraloría General de la República es “un organismo independiente sometido solamente al cumplimiento de la Constitución y las leyes”. En Nigeria, la Auditoría General de la Federación es un órgano autónomo constitucional nombrado por el presidente de una terna enviada por el Consejo Ciudadano del Servicio Civil de Carrera y aprobado por el Senado. Y en Haití, la Corte Superior de Auditoría es también un órgano autónomo constitucional.


    El reto nacional


    En México el camino para llegar a una efectiva rendición de cuentas debe pasar necesariamente por el desarrollo de un nuevo entramado legal donde la transparencia, el combate a la corrupción y el fin de la impunidad puedan ser realidad. Meta difícil pero no imposible. Por consiguiente, los científicos del derecho tienen la obligación ética de renunciar a su confort y de abocarse a la realización de estudios que no se limiten a la sola satisfacción de necesidades academicistas de efectos sociales simbólicos, mínimos o, de plano, inexistentes. Este deber moral cobra mayor valor cuando la comunidad absorbe el costo de los emolumentos que se pagan a los investigadores del derecho.


    Por lo anterior, estamos convencidos de que la investigación jurídica debe ser preferiblemente de interés público. En esta obra la asumiremos como el conjunto de datos y hechos que le permiten a la persona ejercer derechos y cumplir obligaciones, de suerte que se haga posible la noción sociológica de ciudadanía en una democracia deliberativa. En sentido similar se han expresado distintos órganos jurisdiccionales:


    La Suprema Corte de Justicia de Uruguay ha definido interés público como “el derecho de la sociedad a formarse opinión sobre asuntos sociales, económicos, políticos, etcétera. Que, en definitiva, posibilita la participación consciente y responsable del ciudadano en la vida pública”.2 Por su parte el Tribunal Constitucional de España lo concibe como la “capacidad de contribuir a la formación de una opinión pública libre”.3 En la misma línea, distintos juristas equiparan interés público con el interés de la mayoría en democracia.4


    El estudio de los beneficios de los expresidentes o de quienes han ostentado cargos similares prácticamente no ha sido abordado por la doctrina latinoamericana, razón por la cual representa un caso de investigación novedoso para la ciencia del derecho y, en particular, del derecho de acceso a la información y la rendición de cuentas.


    De cuando en cuando en esta materia se aprecian algunas luces aisladas que no han podido adquirir carta de naturalización. ¿Por qué estudiar los beneficios de los expresidentes? ¿Qué importancia tiene esto para la gente?... interrogantes que en una democracia serían obvios pero que en nuestro entorno cercano lo son menos. De ahí, por tanto, la necesidad de aportar datos que permitan pasar de la ocurrencia a las hipótesis, consistentes en lo interno y en lo externo, que definen el método científico.


    El estudio de los beneficios de los exgobernantes permite conocer el grado de equidad social, las formas de expresión de los criterios de justicia, proporcionalidad y racionalidad, así como el grado de desarrollo de una cultura con tejidos democráticos. Un primer punto que debemos hacer notar es el hecho de que en buena parte de la experiencia comparada se advierten pensiones o beneficios vitalicios por el desempeño de un cargo que, en la mayoría de las ocasiones, no supera los seis años.


    En México, para que un ciudadano de a pie pueda ser sujeto de una pensión por cesantía en edad avanzada conforme a la ley del seguro social de 1997 debe5 tener cumplidos 60 años al momento de causar baja en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), haber cotizado como mínimo 1,250 semanas –más o menos el equivalente a 25 años de trabajo–, estar de baja ante esta dependencia al momento de realizar la solicitud y encontrarse privado de actividad remunerada. Por el contrario, un presidente o su similar pueden tener una pensión privilegiada con una quinta parte del trabajo de una persona común. En muchos países, además, no interesa si, una vez pensionados, tienen trabajo o no.


    En México, por ejemplo, el expresidente Ernesto Zedillo es miembro de consejos de administración de algunas empresas con las que tuvo contacto durante su encargo;6 el sentido común diría que por eso incurrió en conflicto de interés, pero muy pocos han cuestionado el punto; peor aún, la mayoría ni siquiera se lo ha planteado.


    Uno de los principales argumentos que explican o justifican las pensiones y beneficios de los expresidentes es que difícilmente podrían encontrar un trabajo que les permita vivir en condiciones adecuadas, pero la realidad demuestra que esto no es así. Ya vimos el ejemplo del expresidente Zedillo, quien tiene varios empleos, los cuales, se presume, son altamente remunerados. Es más: debe hacerse hincapié en que el hecho de haber sido presidente de una nación le da a la persona un valor agregado –un bien escaso– que le permite aportar su experiencia en muy diversas actividades de la vida pública y privada.


    Una primera explicación respecto de lo que acabamos de plantear es que el poder busca mantener a salvo sus mecanismos de reproducción y prolongación, en mayor o menor medida. Si atendemos a la conceptualización de Weber, por poder se entiende “toda posibilidad de hacer triunfar la propia voluntad en el seno de una relación social, incluso a pesar de las resistencias, sin importar en qué reposa aquella posibilidad”.7 A su vez, Mosca da cuenta de esa forma por medio de la cual el poder se cuida a sí mismo y a sus miembros: “[...] se distinguen de la masa de los gobernados por ciertas cualidades que les otorgan cierta superioridad material e intelectual”.8


    Nuestra metodología de estudio


    Por razones de idoneidad metodológica decidimos abrevar, por un lado, del método comparativo al que se refiere Durk­heim, toda vez que tiene la virtud de “probar la existencia de relaciones de causalidad entre dos fenómenos sociales [...], los que varían en forma concomitante [...]; la concomitancia puede no deberse a que uno de los fenómenos sea la causa del otro, sino a que ambos sean efectos de una misma causa, o que exista intercalado sin ser percibido, entre ellos, un tercer fenómeno que sea efecto del primero y causa del segundo [...]; con ayuda de la deducción se buscará ante todo cómo habrá podido uno de los términos producir el otro; luego habrá que esforzarse por verificar el resultado [de] esta deducción mediante experiencias; es decir, mediante nuevas comparaciones”.9


    Por otro lado, retomamos el método racional con arreglo a valores weberianos.10 Como se puede observar, de los clásicos optamos por uno de los representativos del orden, Émile Durkheim, para darle un hilo conductor a la investigación, y por uno de los grandes maestros del conflicto, porque no sólo desagregan las partes de un todo, sino porque proponen cambios de ese todo conforme a valores, en este caso democracia, transparencia, rendición de cuentas y equidad social.


    En esta obra estudiamos los casos de 21 países, tanto desarrollados como en vías de desarrollo, de acuerdo con los criterios de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.11 Nótese que son países de diversos continentes y, por consecuencia, de distintos idiomas, religiones y culturas, puesto que nuestra intención es ofrecer una muestra representativa que nos permita identificar el estado de la cuestión.


    Por razones de economía léxica, en este estudio el vocablo exgobernante se aplica a los exprimeros ministros, gobernadores generales y a todos aquellos que cumplen la máxima función en el ámbito del poder ejecutivo de un país. Aclaramos que el término se utiliza en masculino porque así está escrito en las distintas leyes y figuras normativas que, acaso por su año de aprobación, no utilizan el femenino y el masculino –decisión editorial que no supone en modo alguno que los autores tenemos una visión ajena a la equidad de género.


    En cuanto a las equivalencias a pesos mexicanos, éstas son aproximadas; dar cifras exactas sería imposible porque en México existe libre cambio y los valores se modifican a diario, incluso más de una vez en el curso de un solo día. Si bien se manejan pesos mexicanos para facilitarle al lector la comprensión del texto, también se citan las cantidades en monedas originales para quienes deseen profundizar en algunos valores aquí expresados.


    Un aspecto en el que tuvimos duda fue el relativo a definir si solo se consideraría lo que se denomina “pensión”; de haber seguido esa ruta habríamos plasmado información incompleta, porque además del sueldo existen, como sucede en México, ingresos significativos ante los cuales el “sueldo” es únicamente una parte del todo, así que optamos por incorporar la totalidad de los ingresos que pueden ser cuantificables. En cambio, hicimos a un lado aquellas prestaciones que sería casi imposible medir en un estudio de esta naturaleza, como las relativas al uso de teléfono, luz, agua, etcétera. Estos datos se consignan como aportes adicionales a lo que llamamos ingresos, en la lógica de ofrecer al lector la mayor información posible.


    Los beneficios de los que gozan los expresidentes han dado pie a muchas historias: algunas pueden ser ciertas, otras no tanto. Por ello la información de la que abreva este análisis es la establecida en la norma jurídica vigente. No ignoramos que los exgobernantes pueden tener varios tipos de ingreso adicionales a los previstos en la ley. Sin embargo, al no contar con pruebas o al menos con indicios razonables en este sentido dentro del universo objeto de análisis, decidimos ajustarnos al mundo del deber ser, con las limitaciones que esto pudiera implicar.


    No sobra advertir lo siguiente: los errores que pudieran haberse deslizado en esta investigación sólo son imputables a los autores. Nuestro deseo es que la presente obra tenga un efecto de largo aliento no sólo entre la comunidad jurídica, sino también entre los legisladores, justamente quienes estarían en posibilidad de realizar importantes reformas al endeble marco legal que aquí analizamos y que –estamos seguros– no se corresponde con las mejores prácticas internacionales. Si una parte de este propósito se alcanza, habremos logrado con creces nuestro cometido para bien del país.


    Hilda Nucci y Ernesto Villanueva.


    Ciudad Universitaria, Distrito Federal, julio de 2015


    
      
        1 Para un mayor estudio sobre este tema puede consultarse Villanueva, Ernesto, Derecho de acceso a la información en el mundo, México, Miguel Ángel Porrúa, 2006, pp.108-112.

      


      
        2 Caso L. D. c/H. V. P. Ficha 431/98 en Lanza Edison, La libertad de prensa en la jurisprudencia uruguaya, Montevideo, Fundación Konrad Adenauer, 2004.

      


      
        3 STC 227/1992

      


      
        4 Cfr. Marciani Burgos Betzabé, El derecho a la libertad de expresión y la tesis de los derechos preferentes, Lima Palestra, 2004, pp. 364-369. Coderch Pablo, El mercado de las ideas, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990, pp. 87-88.

      


      
        5 Ley del Seguro Social, Diario Oficial de la Federación, 2 de abril de 2014: http://www.imss.gob.mx/sites/all/statics/pdf/LSS.pdf.

      


      
        6 “Citigroup aprueba el nombramiento de Ernesto Zedillo como consejero”, CNN. Consulta hecha el 15 de abril de 2015: http://mexico.cnn.com/nacional/2010/04/20/citigroup-aprueba-el-nombramiento-de-ernesto-zedillo-como-consejero.

      


      
        7 Weber, Max, Economía y sociedad, t.2, México, Fondo de Cultura Económica, 1977, p. 43.

      


      
        8 Mosca, Gaetano, La clase política, México, Fondo de Cultura Económica, 2002, pp.110 y ss.

      


      
        9 Durkheim, Emile, Las reglas del método sociológico, Madrid, Alianza Editorial, 1988, p. 99.

      


      
        10 Weber, op. cit., pp. 21 y ss.

      


      
        11 OCDE (2012), OECD Factbook 2011-2012: Economic, Environmental and Social Statistics, OECD Publishing.

      

    

  


  
    CAPÍTULO I


    EXPRESIDENTES DE MÉXICO:


    VIVIR DEL ERARIO,


    VIVIR DEL PUEBLO


    Privilegios sin sustento legal


    México se caracteriza por ser una República de carácter presidencialista, por lo que la figura del titular del Ejecutivo federal sigue siendo el eje a la hora de tomar decisiones políticas y económicas.


    Durante años, le ha correspondido a la Oficina del Presidente decidir acerca del uso de los recursos públicos y destinarlos a las áreas estratégicas del Estado por medio de su distribución en el presupuesto.


    Como consecuencia de la apertura democrática de los últimos años, se consolidaron algunas reformas constitucionales relacionadas con la simplificación administrativa, la política de transparencia y la modernización e innovación gubernamentales. Gracias a ellas nos ha sido posible acceder a la información relativa a los recursos públicos del Estado. De manera más específica, hoy podemos conocer los gastos en materia de comunicación social, seguridad, publicidad y artículos personales, así como procesos de adjudicación de la Presidencia y de los otros poderes.


    Sin embargo, estos avances en materia de transparencia no han sido suficientes para superar las múltiples sospechas sobre el manejo de los recursos públicos por parte de la Oficina de la Presidencia; menos aún de los recursos que se les asignan a los presidentes cuando dejan el cargo.


    El centro de la discusión parlamentaria apunta principalmente a las subvenciones, apoyos o compensaciones que reciben los exmandatarios, toda vez que la legislación vigente es cuestionada en su equidad y validez.


    En este contexto, el fundamento para otorgar una pensión y apoyos (prestaciones, salarios y subsidios) a los expresidentes lo encontramos en los acuerdos presidenciales de 1976 y 1987, y también en el Reglamento del Estado Mayor Presidencial y en el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF).


    Por lo que se refiere al Acuerdo presidencial 7637 del 25 de noviembre de 1976, se formuló con fundamento en la fracción 1ª del artículo 89 de la Constitución, en el artículo 5º de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos de 19711 y en el artículo 6º de la Ley Orgánica de la Armada de México de 1972,2 además de los artículos 4º, fracción 1ª, y 5º, fracción 1ª, de la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado de 1958.3 El citado acuerdo establece en su artículo 1º que a cada expresidente de la República se le podrá asignar de manera vitalicia, para su disposición y servicio, el siguiente personal: de la Armada, de la Fuerza Aérea y del Ejército:


    • De la Armada: dos jefes, cuatro oficiales y 16 de tropa, o sea un total de 22 elementos.


    • De la Fuerza Aérea: un jefe, dos oficiales y ocho de tropa; en total 11 elementos.


    • Del Ejército: un general, cuatro jefes, ocho oficiales y 32 de tropa; total: 45 elementos.


    No obstante, dicho acuerdo deja la puerta abierta para que, de conformidad con las necesidades del servicio, las categorías de general, jefes, oficiales y tropa puedan variar; en otras palabras, este personal podría ser ampliado si así lo solicitaran los expresidentes, y señala que dichos elementos estarán adscritos a la planta del Estado Mayor Presidencial (EMP) durante el tiempo que permanezcan en la comisión: es decir hasta que el exmandatario fallezca o renuncie al beneficio.


    En suma, bajo el amparo del citado ordenamiento un expresidente dispone de un total de 78 individuos que están en situación de comisionados a sus órdenes y a su servicio.


    Es importante mencionar que el Acuerdo 7637 no aparece firmado por el entonces presidente, Luis Echeverría Álvarez, sino por los secretarios de la Defensa Nacional, Hermenegildo Cuenca Díaz, y de Marina, Luis M. Bravo Carrera, respectivamente. Nótese que no fue publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF); tan sólo fue registrado en la Secretaría de la Presidencia por el entonces oficial mayor de esa dependencia, Tulio Patiño Rodríguez.


    Por otra parte, en el Acuerdo presidencial 2763-bis del 31 de marzo de 1987, expedido en ejercicio de la facultad que le confiere al presidente de la República la fracción 1ª del artículo 89 de la Constitución, y con fundamento en los artículos 1º, 2º, 15 y 16 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público,4 se dispone lo siguiente:


    • Pensión vitalicia para los expresidentes, misma que es equivalente al salario total que les corresponde a los servidores públicos que ocupan el cargo de secretarios de Estado.


    • Que la pensión correrá a cargo del erario federal y se incrementará en la misma temporalidad y proporción.


    • Que además de la pensión, los expresidentes tendrán derecho a percibir las prestaciones de seguridad social que les correspondan a los servidores públicos que ocupan el cargo de secretarios de Estado, consistentes en seguro de vida y seguro de gastos médicos mayores, con cargo al erario federal, incrementándose en la misma proporción y temporalidad.


    • Que al momento del fallecimiento del expresidente y durante el año siguiente, el cónyuge supérstite disfrutará de una pensión, con cargo al erario federal, equivalente a un 80% en términos netos del sueldo total que les corresponde a los servidores públicos que ocupan el cargo de secretarios de Estado. Sin embargo, una vez que haya transcurrido un año del fallecimiento del expresidente, dicho porcentaje se reducirá en un 10%, hasta llegar al 50 % de dicho sueldo.


    • Que la viuda gozará, con el carácter de asegurada, de los seguros de vida y de gastos médicos mayores, por un monto equivalente al 60% de la suma asegurada.


    • Que los hijos del expresidente gozarán de un seguro de gastos médicos mayores hasta que cumplan la mayoría de edad.


    Del mismo modo, el Acuerdo 2763-bis establece que los expresidentes tendrán a su disposición y servicio, de forma vitalicia, para el desempeño de servicios generales y a sus órdenes directas, a un total de 25 empleados de la Federación, adscritos a la Presidencia de la República, con las siguientes categorías y niveles: un director general, dos directores de área, cuatro subdirectores, cuatro jefes de departamento, una secretaria de director general, una secretaria de director de área, dos secretarias de subdirector, tres técnicos especializados, tres choferes y cuatro auxiliares administrativos.5


    De conformidad con el citado acuerdo, a partir de 1987 la unidad administrativa responsable de entregar las pensiones y recursos a los expresidentes, así como a su cónyuge e hijos, es la adscrita a la Presidencia y que la Secretaría de Programación y Presupuesto (SPP) adoptará las medidas necesarias para su cumplimiento.


    El Acuerdo 2763-bis dispone en el apartado de Considerandos, entre otras cosas, lo siguiente:


    Que resulta indispensable instituir y sistematizar permanente [sic] el otorgamiento de los beneficios de carácter económico, social y de apoyo administrativo que hasta ahora el gobierno federal ha venido efectuando tradicionalmente y en forma discrecional a favor de los ciudadanos que han desempeñado el cargo de Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, adicionalmente a los servicios de apoyo con personal de seguridad que se les vienen otorgando en los términos del Acuerdo número 7637 del Ejecutivo Federal de noviembre de 1976, en vigor.6


    Discrecionalidad para el abuso


    Cuando nos referimos a la discrecionalidad y al principio de legalidad, planteamos que todos los órganos del Estado deben someterse a los preceptos de ley. El titular de la administración pública tiene que actuar dentro de los lineamientos previstos en las normas, y la oportunidad que tiene para realizar sus actos materiales debe encaminarse a la satisfacción de las necesidades del interés público, lo que en ocasiones justifica que se vaya más allá del marco jurídico correspondiente.


    Pero, en la lógica que nos ocupa, el interés público debe prevalecer sobre el interés privado. En este sentido, las facultades discrecionales que tiene el presidente y que señala el acuerdo no deben confundirse con la arbitrariedad, porque ello constituiría desvío del poder. Tales atribuciones tienen que constreñirse a las necesidades y realidades del Estado para no transgredir el marco jurídico que la Constitución y las leyes le ordenan acatar.


    En síntesis, el ejercicio de la discrecionalidad no debe implicar una actuación arbitraria ni ilegal, pues debe fundarse precisamente en lo estipulado en la ley. Para decirlo de manera más clara, la discrecionalidad está conectada con la legalidad. En efecto, la actividad discrecional se define como tal porque encuentra en la ley un límite (relativo al fin, a la competencia, al procedimiento). No obstante, al no existir un ordenamiento legal válido que rija la actividad del Ejecutivo, nos encontramos ante el ejercicio de una facultad que no cumple con los requisitos y el propósito que la fundamenta, el bienestar común, toda vez que lo que se otorga a un exmandatario en nuestro país no puede ser justificado al amparo del interés público.


    Dentro de este esquema, la SPP sería la encargada de hacer que el ordenamiento planteado se cumpla. Pero no se olvide que al quedar abrogada la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, el referido acuerdo se debe someter a la legislación vigente, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la cual dispone que la administración de los recursos públicos federales tiene que realizarse conforme a los criterios de legalidad, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas, y no conforme a la discrecionalidad y la flexibilidad.


    Es importante aclarar que a este acuerdo también le hace falta la firma del titular del Ejecutivo federal, además de no haber sido publicado en el DOF: el entonces presidente Miguel de la Madrid Hurtado no firmó el documento que expidió para privilegiar a los exmandatarios, por lo que el Acuerdo 2763-bis cuenta únicamente con la rúbrica de Carlos Salinas de Gortari en calidad de secretario de Programación y Presupuesto.


    Como los acuerdos no se han publicado en el DOF, se vulnera lo dispuesto en el artículo 3° y 4º del Código Civil Federal (CCF), además de que se atenta contra lo establecido en la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, que el propio De la Madrid promulgó estando vigente el Acuerdo 2763-bis.7


    Se concluye que el Ejecutivo tiene el deber de publicar en el DOF los acuerdos que sean de interés general a fin de que sean aplicados y observados. De lo anterior se infiere que al no cumplir con lo que señala dicha legislación, los acuerdos 7637 y 2763-bis no deben ser aplicados ni observados, por ser actos carentes de obligatoriedad.


    Por su parte, el Reglamento del EMP8 del 16 de enero de 2004,9 en el numeral 4, fracción 1ª, puntualiza que el EMP tiene entre sus funciones garantizar la seguridad de los expresidentes. Igual se dispone en el ordenamiento promulgado el 1 de marzo de 2010:


    Artículo 4º.- El Estado Mayor Presidencial tendrá las misiones generales siguientes:


    I. Garantizar la seguridad del presidente de la República, de su familia, de los mandatarios y altos funcionarios extranjeros que visiten el territorio nacional, de los expresidentes de la República, y de otras personas que por la importancia de su cargo o encomienda, o por su situación, expresamente ordene el titular del Ejecutivo federal.10


    A su vez, el artículo 24 del citado reglamento prevé lo siguiente:


    Corresponde a la Sección Séptima (Protección de Personas):


    I. Planear, coordinar, supervisar y proporcionar la seguridad inmediata de mandatarios y otros altos funcionarios extranjeros que visiten el territorio nacional, de conformidad con los lineamientos correspondientes;


    II. Planear, organizar, proporcionar y controlar los servicios para garantizar la seguridad inmediata de los expresidentes de la República, y


    III. Planear, organizar, proporcionar y controlar los servicios para garantizar la seguridad inmediata de las personas que por la importancia de su cargo, encomienda o situación, expresamente ordene el titular del Ejecutivo federal.11


    El citado ordenamiento se fundamenta en el artículo 89, fracción 1ª, constitucional, en los artículos 8º, 29 y 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y en el artículo 15 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, los cuales no prevén beneficios para los expresidentes, salvo el de garantizar su seguridad, por lo que cualquier otro beneficio adicional resulta a todas luces inconstitucional.


    En 2001, el presidente Vicente Fox Quesada determinó que se incluyera la asignación de recursos para pagar compensaciones a los exmandatarios en el Ramo Administrativo 02 Presidencia de la República, del proyecto de decreto del PEF, que anualmente presenta el presidente a la Cámara de Diputados. Esta orden se impartió aun cuando no existe una ley que justifique la asignación de recursos para ese rubro.


    En el PEF se estipula que dichas aportaciones no podrán exceder el monto que le corresponde a un secretario de Estado con nivel salarial SE1, además del pago por el apoyo del personal a que alude el Acuerdo 2763-bis. Igualmente prevé un seguro de vida y otro de gastos médicos mayores, sin considerar beneficios adicionales como pensión a viudas o hijos del exmandatario, y el pago de empleados del Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada de México, que también carece de fundamento presupuestal. Visto así, es lamentable que en los distintos presupuestos de egresos no se establezcan con claridad los recursos para cubrir las percepciones y apoyos de los exmandatarios.


    Si se pretende que el PEF, así como los Acuerdos y el Reglamento del EMP antes mencionados, sean el fundamento legal de los beneficios referidos, se estaría ante una grave equivocación, toda vez que, de conformidad con el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), dicho presupuesto es un acto administrativo.12


    Acaparamiento e irregularidades


    En la página web presidencial de Felipe Calderón se aludía a una unidad administrativa responsable del “apoyo a los expresidentes”, cuyo fundamento era el artículo 38 párrafo séptimo del PEF para el ejercicio fiscal 2003. En ese sitio se podían consultar los nombres y el número de los funcionarios, mandos superiores o medios, asignados a cada expresidente:


    Vicente Fox, según la citada información, cuenta con 10 personas: un director general, dos directores de área, cuatro subdirectores y tres jefes de departamento; Ernesto Zedillo sólo se apoya en un jefe de departamento; Carlos Salinas tenía a su disposición 11 personas: un director general adjunto, seis subdirectores de área y cuatro jefes de departamento. Miguel de la Madrid ocupaba ocho empleados: un director general adjunto, cinco subdirectores de área y dos jefes de departamento. En lo que respecta a Luis Echeverría Álvarez, éste no cuenta con plazas de niveles de mando superior o medio, por lo que, según se indica en la página de la Presidencia, es decir con fundamento en el artículo 7º, fracción III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en el artículo 13 de su reglamento, no es necesario incluir los nombres de los servidores públicos de nivel operativo asignados a él.13


    En el mismo portal no se especificaba el monto de las compensaciones de los exmandatarios, y mucho menos los beneficios adicionales; omisión que significaría violar los principios de transparencia y rendición de cuentas señalados en la Constitución y en la fracción III del artículo 7º de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.14


    Según el periódico Reforma, en 2013 se destinaron 10 millones 970 mil pesos para cubrir las pensiones de los exmandatarios, además de 29 millones 770 mil pesos para el personal de apoyo de Felipe Calderón, Vicente Fox, Ernesto Zedillo, Carlos Salinas y Luis Echeverría. Estos montos no incluyen las erogaciones por concepto de seguridad.


    Debe hacerse hincapié en que el reportaje de Reforma discrepa de las cifras oficiales publicadas en el portal de la Presidencia, pues este medio señaló que Fox tiene a su servicio a 20 personas que perciben un salario mensual de 471 mil 724 pesos, que Zedillo renunció a su pensión de 205 mil 122.06 pesos pero recibe 77 mil 308 pesos mensuales para cubrir el salario de cinco colaboradores, que Salinas también renunció a su pensión pero tiene 10 colaboradores que reciben 249 mil pesos al mes, y en el caso de Echeverría Reforma manifiesta que además de su pensión tiene un staff de 17 personas por el que se erogan 150 mil pesos al mes.15


    Si bien es cierto que en el artículo 89, fracción 1ª de la Constitución se hace patente la facultad presidencial de promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso para proveer las leyes Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos de 1971, Orgánica de la Armada de México de 1972, la de Secretarías y Departamentos de Estado de 1958 y el Reglamento del EMP de 2010 no refieren que al terminar un mandato el presidente podrá disponer de personal del Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada para su uso personal. Además, ninguna de estas leyes le confiere atribuciones al jefe del Ejecutivo federal para otorgar a un expresidente o a cualquier otro funcionario beneficios adicionales a los de una pensión. En ellas sólo se establece que el presidente será quien ejerza el mando como jefe supremo.


    De esta manera, si queremos constreñir el uso de las facultades presidenciales a la contenida en el artículo 89, fracción 1ª, de la Carta Magna, resulta evidente que los acuerdos mencionados contrarían la disposición constitucional vigente, por lo que deben ser considerados inconstitucionales.


    En este sentido, debemos hacer alusión a la “garantía de legalidad”. Ésta la prevé el artículo 16 de la Constitución y consiste en que toda ley, procedimiento o resolución jurisdiccional o administrativa, así como todo acto de autoridad, debe ser expresión de derecho y ser elaborado, emitido o ejecutado por el órgano competente dentro de la esfera de sus atribuciones. Dicha garantía tiene aplicación en las materias civil, penal, administrativa y laboral, y abarca tanto los actos administrativos como los jurisdiccionales, para evitar que la autoridad emita o ejecute actos arbitrarios que lesionen derechos del gobernado.


    Conforme a este razonamiento, la SCJN previene que las autoridades del Estado sólo podrán actuar en la forma y en los términos que la ley determine. En consecuencia, en virtud del principio de legalidad, las autoridades públicas únicamente pueden hacer aquello que expresamente la ley les autoriza, en tanto que los particulares pueden hacer todo aquello que no les esté prohibido.


    Pues bien, el artículo 89 en ninguna de sus fracciones prevé la facultad para conferir apoyos, pensiones o compensaciones a los exmandatarios. En tal orden de ideas, y atendiendo al principio de legalidad y al régimen de facultades expresas, que obligan a que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado, resulta por demás evidente que los mencionados acuerdos no cumplen con dichas características, en franca violación de la garantía de legalidad.


    Para confirmar lo expuesto, a continuación se cita a la Suprema Corte:


    Garantía de la legalidad (Qué debe entenderse por).


    La Constitución Federal, entre las garantías que consagra en favor del gobernado, incluye la de legalidad, la que debe entenderse como la satisfacción que todo acto de autoridad ha de realizarse conforme al texto expreso de la ley, a su espíritu o interpretación jurídica; esta garantía forma parte de la genérica de seguridad jurídica que tiene como finalidad que al gobernado se proporcionen los elementos necesarios para que éste, en aptitud de defender sus derechos, bien ante la propia autoridad administrativa a través de los recursos, bien ante la autoridad judicial por medio de las acciones que las leyes respectivas establezcan[...], así, para satisfacer el principio de seguridad jurídica la Constitución establece las garantías de audiencia, de fundamentación y motivación, las formalidades del acto autoritario, y las de legalidad.


    Cuarto Tribunal Colegiado en materia administrativa del primer circuito.


    Amparo directo 734/92. Tiendas de Conveniencia, S. A., 20 de agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Elsa Fernández Martínez.16


    “Autoridades. Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite”. Amparo en revisión 2547/21. Compañía de Tranvías, Luz y Fuerza de Puebla, S. A., 12 de mayo de 1923. Once votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.


    Amparo en revisión 778/23. Velasco W. María Félix. 3 de agosto de 1923. Mayoría de diez votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.


    Amparo en revisión 228/20. Caraveo Guadalupe. 20 de septiembre de 1923. Once votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.


    Amparo en revisión. Parra Lorenzo y coagraviado, 6 de febrero de 1924. Once votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.


    Amparo en revisión 2366/23. Cárdenas Francisco V. 23 de julio de 1924. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Manuel Padilla Salvador Urbina y J. Guzmán Vaca. La publicación no menciona el nombre del ponente.17


    Por si lo ya descrito fuera poco, el artículo 92 de la Constitución dispone que todos los reglamentos, acuerdos y órdenes del presidente deben estar firmados por el secretario de Estado a que el asunto corresponda, ya que de lo contrario no podrán ser obedecidos. Ahora bien, resulta que ambos acuerdos fueron signados por los secretarios de Estado correspondientes, pero no así por el presidente de la República, porque es perfectamente posible cuestionar su validez y falta de constitucionalidad.


    Además, las leyes con base en las cuales se emitieron dichos acuerdos ya están abrogadas, por lo que carecen de fundamento jurídico. Más aún, esos acuerdos, al no haberse publicado en el DOF, carecen de validez jurídica y obligatoriedad, porque, como ya se mencionó, contravienen el artículo 3° del CCF publicado en el mismo órgano el 26 de mayo de 1928, que a la letra dice: “Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras disposiciones de observancia general, obligan y surten sus efectos tres días después de su publicación en el periódico oficial”.18


    Ahora bien, de conformidad con el Manual de Percepciones de los Servidores Públicos de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal del ejercicio fiscal 2014,19 la pensión que recibe un expresidente es de 205 mil 122.06 pesos, toda vez que dicha cantidad equivale al salario mensual que recibe un secretario de Estado. Empero, a esa pensión habría que agregar 4 millones 799 mil 999 pesos por gastos de ayudantía y seguridad. Así, en total, un expresidente percibe ingresos mensuales que ascienden a por lo menos 5 millones 5 mil 121 pesos.20 De ahí que la pensión que recibe el exmandatario representa entonces 2 mil 926 salarios mínimos mensuales aproximadamente, sin contar los bonos y prestaciones adicionales como aguinaldos, gastos de viaje y oficina, entre otros.


    Adicionalmente, los expresidentes gozan de otro tipo de beneficios, como el pago mensual de los servicios telefónicos nacionales, de telefonía móvil y larga distancia; derecho a un automóvil para él, otro para su esposa, uno para sus hijos y tres automóviles para sus escoltas, pago de tenencia, verificación y gastos de mantenimiento de los automóviles.


    Se les cubren además los servicios públicos domiciliarios para sus residencias, además del predial y servicios de jardinería, luz y limpieza, entre otros, sin olvidar los bonos y compensaciones por concepto de aguinaldos y demás prestaciones.


    Como consecuencia de este análisis es importante destacar que la Constitución, en su artículo 89, menciona un cúmulo de facultades y obligaciones para el Presidente; sin embargo, ninguna de ellas lo habilita para otorgar apoyos, pensiones o compensaciones a exmandatarios o exfuncionarios.


    Otra irregularidad consiste en que los acuerdos no se encuentran firmados por el Ejecutivo ni publicados en el DOF, lo cual significa que se omitió el debate legislativo, anomalía que cuestiona de nueva la validez de esos acuerdos.


    Además, se debe insistir en que ninguno de dichos acuerdos ni el Reglamento del EMP facultaban al presidente para que pudiera conferir algún tipo de beneficio a los expresidentes. A lo anterior habría que advertir que el PEF no define con precisión las erogaciones que para tal efecto se realizan.


    Una vez expuesto lo anterior, resulta evidente que el establecimiento de una pensión, compensación o prestaciones constituye una violación a la garantía de legalidad y a las facultades discrecionales establecidas en el artículo 89 fracción XX de la Constitución, por lo que su aplicación es inconstitucional.


    De acuerdo con el jurista austriaco Hans Kelsen la Constitución de un Estado se erige como la norma superior, fuente del origen y validez de todas las normas inferiores, por lo que representa la norma fundamental en su sentido jurídico-positivo. En ella se definen los procedimientos de creación normativa, así como los contenidos a los cuales deberán ajustarse las normas inferiores. La validez de las normas depende entonces de lo que se dispone como procedimiento o contenido en la norma fundamental. Por ello, según este autor,


    la Constitución dispone, en el fondo, que las leyes no solamente deberán ser elaboradas según el procedimiento que ella prescribe, sino además, que no podrán contener ninguna disposición que menoscabe la igualdad, la libertad, la propiedad, etc. Así, la Constitución no es sólo una regla de procedimiento sino, además, una regla de fondo. Por consiguiente, una ley puede ser inconstitucional en razón de una irregularidad del procedimiento en su confección, o en razón de que su contenido contraviene los principios o direcciones formulados en la Constitución, es decir, cuando la ley excede los límites que la Constitución señala.21


    Con base en los anteriores razonamientos, una norma impuesta por un poder no autorizado, o bien creada por la autoridad competente, pero sin respetar los principios formales y sustanciales previstos en la Constitución, debe considerarse inválida y, por lo tanto, nula, es decir “jurídicamente inexistente”. Para Kelsen, una violación de la legalidad es, al mismo tiempo, una violación indirecta de la constitucionalidad desde el momento en el que todas las normas de un sistema jurídico determinado pueden ser dirigidas, in fine, a la Constitución. Así,


    el principio constitucional de la legalidad de la ejecución no sólo significa que todo acto de ejecución debe ser conforme a la ley, sino también y esencialmente, que no puede haber actos de ejecución más que sobre la base de una ley, es decir, autorizados por una ley. Por consiguiente, si una autoridad estatal –tribunal o agente administrativo– realiza este acto no es, propiamente hablando, ilegal en ausencia de una ley que permita apreciar su legalidad, sino “sin ley”, y como tal, inmediatamente inconstitucional.22


    En resumen, los acuerdos referidos, en los que se sustentan la pensión, los apoyos y las compensaciones a los exmandatarios, son inconstitucionales al carecer de una ley que los regule, además de contravenir el procedimiento legislativo previsto en los artículos 72 y 89 constitucionales.


    Es de esperar que siempre exista controversia en cuanto al monto, manejo y destino de los recursos de los que dispone la Oficina Presidencial, así como sobre la libertad con la que el presidente puede echar mano del erario. Con todo, y en apego al marco normativo expuesto, habría que cuestionar la constitucionalidad y validez de la atribución del presidente para otorgar una pensión a un exmandatario, toda vez que, como se ha manifestado, los acuerdos en cuestión son disposiciones de carácter administrativo que carecen de fundamento jurídico.


    Resulta indudable que ningún exmandatario recibe estrictamente el apoyo administrativo y de seguridad previsto para los expresidentes. Ejemplo de ello lo constituyen las normas vigentes, pero secretas, en las que se indica que el presidente en ejercicio pasará de recibir 103 elementos a 42523 una vez deje la Presidencia, como se ha publicado sin que en contrapartida se haya hecho público un desmentido oficial al respecto.


    Lo anterior representa un exceso en todos los sentidos de la palabra y cuestiona ampliamente las facultades presidenciales en lo que atañe a la asignación de sueldos y beneficios adicionales. Ante ello, es urgente aprobar una legislación que ponga fin a la impunidad legislativa en materia de beneficios presidenciales en nuestro país, para no continuar minando las finanzas públicas del Estado.


    Iniciativas para frenar excesos


    De 2002 a 2011 se propusieron diversas iniciativas de ley que buscaban poner freno al gasto excesivo que representan los apoyos a expresidentes, así como a sus viudas e hijos.


    


    Propuesta de Óscar Cantón Zetina (PRI). El primer proyecto lo expuso este senador, miembro del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, el 5 de junio de 2002 en el ámbito de la LVIII Legislatura. Fue publicado en la Gaceta Parlamentaria del 29 de mayo de 2002 con el título Iniciativa con proyecto de ley que establece las bases para otorgar pensiones y prestaciones a los ciudadanos que hayan desempeñado el cargo de Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, pero no tuvo éxito.


    He aquí sus características principales:


    • En los lineamientos para establecer sueldos, pensiones y prestaciones de los presidentes de la República, el Poder Legislativo Federal no ha participado en su establecimiento, por lo que se busca corregir dicha omisión y apegarse a los mandatos constitucionales.


    • Se opone a la discrecionalidad que reina en la materia, y propende otorgar garantías jurídicas, es decir, establecer mecanismos de rendición de cuentas, normar los criterios de las percepciones mencionadas y clarificar la incidencia de los costos de este renglón en el gasto público.


    • Se establece el pago de una pensión a los extitulares del Poder Ejecutivo que hayan completado el cargo, además de los que tengan el carácter de interino o sustituto, y se excluye a los presidentes que hayan desempeñado el cargo con carácter provisional.


    • El pago de la pensión corresponderá al salario que recibe un secretario de despacho, pudiéndose incrementar en la misma proporción.


    • Se plantea la posibilidad de no recibirla si el expresidente recibe ingresos por otro concepto, o porque ha sido condenado por la comisión de algún delito grave, o como resultado de un juicio político.


    • La posibilidad de concederle pensión a la viuda (no a los hijos) hasta por un 80% del sueldo de un secretario de Estado, que se disminuirá, a partir del segundo año, hasta en un 50%.


    • Los expresidentes gozarán de las prestaciones establecidas en el sistema de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado.


    • La Secretaría de Seguridad Pública determinará las funciones específicas de los elementos comisionados para preservar la seguridad e integridad física del expresidente.24


    Entre los aspectos relevantes de la iniciativa se advierte que los entonces cinco expresidentes le costaban al pueblo de México cerca de 260 millones de pesos al año (24 millones 700 mil dólares), desglosados de la siguiente manera:


    • 27.5 millones por pago de pensiones.


    • 31 millones por gastos de funcionamiento y operación de inmuebles, equipo de oficina, transporte, viajes y demás servicios.


    • 201.5 millones de pesos para cubrir los sueldos del personal militar y administrativo.


    Asimismo, se menciona que los cinco expresidentes tenían derecho a recibir hasta 515 servidores públicos para su seguridad y apoyo administrativo, todos con cargo al erario federal:


    • 390 efectivos militares, incluidos cinco generales, personal que equivale a casi cuatro compañías y a poco más de un batallón.


    • 125 servidores públicos civiles, incluido un director general; estructura equiparable a la de una subsecretaría de Estado.


    El senador Cantón Zetina manifestó que, al momento de presentar su iniciativa, cada exmandatario había percibido durante su mandato ingresos brutos mensuales por aproximadamente 430 mil pesos, además de que no tuvo erogaciones por gastos familiares, pues todos estos corren a cargo del erario federal, lo que en conjunto le permitió tener una capacidad de ahorro de alrededor de 27 millones de pesos al término de su gestión. Señaló que con ese subsidio destinado a los cinco expresidentes se podrían adquirir infinidad de bienes y servicios para beneficio de más mexicanos; por ejemplo:


    • Pagar cerca de 17 mil salarios mínimos mensuales durante un año.


    • Otorgar 17 mil 155 pensiones anuales, de 15 mil 156 pesos cada una.


    • Pagar 4 mil 256 salarios anuales de maestros a razón de 5 mil 90 pesos mensuales.


    • Pagar 4 mil 814 salarios de policías por año, a razón de 4 mil 500 pesos mensuales.


    • Adquirir y proporcionar mil 444 viviendas populares por año de 180 mil pesos cada una.
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